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-1-

A fs. 534/541 de los autos principales (a cuya foliatura

corresponderán las siguientes citas), la Cámara Nacional de Apelaciones del

Trabajo (Sala VII) revocó la sentencia de primera instancia y, en consecuencia,

admitió la demanda que promovió el contador Carlos Próspero Sánchez contra

la Auditoría General de la Nación (AGN, en adelante), por diferencias

salariales, indemnizaciones por despido incausado y multas de ley, por

considerar que los sucesivos contratos de locación de servicios que suscribió

con la demandada encubrían un fraude laboral.

Para resolver de ese modo, los jueces de la cámara

entendieron, en primer término, que no surgía de la causa que el actor estuviera

sometido a las leyes laborales o convenio colectivo alguno, pero tampoco que

estuviera incluido en el Estado, porque falta una característica fundamental

como es la estabilidad propia, sino que aquél fue contratado durante años,

apartándose la demandada de su propio estatuto y que cuando ésta decidió no

renovar el contrato, le comunicó al actor que prescindía de sus servicios.

Así, consideraron que la cuestión a dilucidar era la

situación del personal contratado por la administración pública en forma

temporaria, aunque la relación se extienda por varios años, sin incorporarlo a

sus planteles permanentes y sin la estabilidad propia del empleado público.

En el supuesto de autos, los magistrados señalaron que el

problema se agravó porque esa situación se prolongó en el tiempo (ocho años)

y la principal incurrió en un abuso mediante la sucesiva renovación de

contratos ad hoc y la adjudicación de tareas inherentes al objeto específico de

la prestación de que se trata, incluso con una nota en la que se identifica al

actor como miembro de la AGN. En tales condiciones -dijeron-, no existe

impedimento alguno para que el agente fuera caracterizado como estable, sobre

todo cuando la entidad pública no ejerció la facultad que le confiere el arto 2°,
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mc. a), de la Ley de Contrato de Trabajo (LCT) y, por ello, aplicaron el

precedente de la Corte "Zacarías" (Fallos: 310:464).

También señalaron que la empleadora, para reclutar

personal que destinó a las tareas del giro permanente de su explotación,

pretendió ampararse en su carácter de persona de derecho público, acudió a

figuras sui generis -fuera de su estatuto de personal- e invocó el decreto

92/95, que tiende a resolver las carencias de personal en el Estado Nacional.

Todo ello -siempre según los jueces- configura un caso de fraude laboral,

en los términos de los arts. 14 Y 23, segundo párrafo, de la LCT. Así,

tratándose de un trabajador cuyos contratos se renovaron sucesivamente, en

exceso de la necesidad objetiva indicada en el arto 90, ap. b), del citado texto

legal, reputaron que el vínculo laboral era permanente y estimaron incausado el

cese dispuesto por la empleadora.

-Il-

Disconforme con este pronunciamiento, la AGN dedujo

el recurso extraordinario de fs. 543/562, que fue denegado (fs. 593). Ante ello,

se presenta directamente en queja ante la Corte.

Tras describir los antecedentes de la causa, en sustancial

síntesis, plantea los siguientes agravios: a) el fallo es arbitrario, por prescindir

del régimen jurídico en el cual se desarrolló la contratación del actor, por

sustentarse en afirmaciones dogmáticas, ser autocontradictorio y no tener en

cuenta las constancias de la causa; b) el a quo formula una interpretación del

derecho que lo lleva a sostener que la relación del actor con la AGN está regida

por la ley laboral común cuando en realidad las contrataciones se efectuaron

bajo el amparo de un régimen de derecho público vertebrado por el arto 15 de

la ley 24.447, incorporado como arto 47 de la Ley 11.672 Complementaria
, ,

Permanente de Presupuesto (t.o. 1999) y el decreto reglamentario 92/95, luego

sustituido por su similar 1184/01, normas que en el ámbito de la AGN fueron

receptadas por las resoluciones 137/93 y 40/95 Y la disposición 164/95.

Recuerda en tal sentido, que el primero de estos preceptos dispone que el
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régimen que se establezca será de aplicación en el ámbito del sector público,

quedando excluido de la ley de contrato de trabajo, sus normas modificatorias

y complementarias; c) la decisión de la cámara afecta sus derechos

constitucionales, porque resolver acerca de la relación jurídica existente entra

las partes no es competencia del fuero laboral, ya que sólo los jueces en lo

contencioso administrativo federal podrían calificarla y disponer las medidas

para remediar los perjuicios ocasionados al actor, si hipotéticamente se

concluyera en que los tuvo; d) el pronunciamiento del a quo contraviene la

doctrina de la Corte Suprema que surge del precedente "Leroux de Emede"

(Fallos: 314:376); e) también carece de fundamentos y ello viola la garantía del

debido proceso; f) la sentencia admite la liquidación del actor, sin tener en

cuenta sus alegaciones y lo resuelto por el juez de primera instancia en una

decisión que está firme; por último g) se agravia por la imposición de costas.

-lII -

A mI modo de ver, el recurso extraordinario es

formalmente admisible, toda vez que en autos se ha puesto en tela de juicio la

inteligencia y aplicación de normas de naturaleza federal -leyes 24.447 Y

11.672 [t.o. 1999]) y el decreto 92/95-, así como actos de una autoridad

federal y la decisión ha sido contraria a los derechos que la recurrente fundó en

ellos (art. 14, incs. 1° Y3° de la ley 48).

Por lo demás, cabe recordar que cuando se trata de

establecer la correcta interpretación de normas de aquel carácter, la Corte no se

encuentra limitada por las posiciones de las partes o del a quo, sino que le

incumbe realizar una declaración sobre el punto en disputa (Fallos: 322:1616;

328:3142, entre muchos otros).

Asimismo, en 10 que concierne a las causales de

arbitrariedad invocadas, estimo que deben ser exaniÍnadas en forma conjunta

con los temas federales en discusión por estar inescindiblemente unidos

(Fallos: 327:5640 y sus citas).
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-IV-

Con relación al fondo del asunto, conviene tener presente

que en autos no existe controversia en cuanto a que el actor fue contratado por

la demandada para realizar las tareas indicadas en los respectivos contratos

suscriptos bajo el régimen de los decretos 92/95 y 1184/01, reglamentarios del

arto 47 de la Ley 11.672 Complementaria Permanente de Presupuesto (t.o.

1999). La discrepancia surge en punto a determinar si dicho vínculo está regido

por normas de derecho público --como lo afirma la AGN-, o si, por el

contrario, tal como lo sostiene el actor, en concordancia con lo resuelto por la

cámara, la utilización de aquella figura contractual es fraudulenta y encubre

una relación de trabajo regida por las normas del derecho laboraL

A tal fin" estimo necesario, en primer término, recordar

las normas que regulan el caso para luego hacer lo propio con los principios

que surgen de la doctrina de los precedentes del Tribunal vinculados a la

materia que se discute en el sub iudice.

En oportunidad de aprobar el Presupuesto general de la

Administración Nacional para el ejercicio 1995, mediante el arto 15 de la ley

24.447, el Congreso facultó "al Poder Ejecutivo Nacional a disponer un

régimen de contrataciones de servicios personales destinados a desarrollar

estudios, proyectos y/o programas especiales ... " y, aun cuando difirió ciertas

cuestiones a la reglamentación, el legislador tuvo el cuidado de regular

aspectos que consideró relevantes del nuevo régimen.

En tal sentido, previó que su ámbito de aplicación será el

sector público, quedando excluido de la ley de contrato de trabajo, sus

normas modificatorias y complementarias, así como que las contrataciones

referidas no podrán realizarse con agentes pertenecientes a las plantas

permanente y no permanente de. la administración nacional o con otras

personas vinculadas laboral o contractualmente, excluidos los docentes e

investigadores de las universidades nacionales. También dispuso que los gastos

emergentes de la aplicación del mencionado régimen sean atendidos con los

créditos incluidos en la jurisdicción 91, Obligaciones a cargo del Tesoro,
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dentro del inc. 1, gastos en personal, en la partida de contratos especiales

habilitada al efecto, la que sólo podrá ser incrementada por el Poder Ejecutivo

Nacional en un cuarenta por ciento (40%).

Con respecto a los convenios de costos compartidos con

organismos internacionales que impliquen la contratación de personas, dispuso

que sólo podrán formalizarse cuando dichos convenios comprometan un aporte

no menor del cincuenta por ciento (50%) del financiamiento total por parte del

orgamsmo internacional y, por último, que las contrataciones de servicios

personales establecidas en este régimen a celebrarse con entidades o

instituciones educativas se referirán a pasantías de estudiantes universitarios de

las carreras de grado a graduados con no más de un año de antigüedad.

El arto 61 de la ley 24.447 dispuso su incorporación a la

Ley 11.672 Complementaria Permanente de Presupuesto, que en el texto

ordenado aprobado por el decreto 689/99 (el que rige en el sub lite) quedó

reflejado como arto 47 (actual arto 64 del t.o. por decreto 1110/05).

Por su parte, el Poder Ejecutivo Nacional dictó el decreto

92/95 (sustituido luego por el decreto 1184/01), por el cual reglamentó el

sistema. En sus considerandos se puede leer que si bien la mayor parte de las

actividades profesionales, técnicas y administrativas de la Administración

Pública Nacional son atendidas por el personal permanente y no permanente

incluidos organizativa y presupuestariamente en las estructuras existentes y

comprendido dentro de los regímenes que regulan la carrera administrativa del

Estado, la creciente complejidad de la dinámica propia de la actividad estatal

ha generado cada vez mayores y variados requerimientos, exigiendo

correlativamente, establecer diversas formas de contratación en orden a las

características propias de los. servicios que se demanden. Por ello -siempre

según las expresiones del emisor del acto--, es necesario fortalecer y

complementar la labor de la Administración Pública Nacional a través de la

incorporación transitoria de profesionales y técnicos adscriptos a programas de

trabajo especiales, que se desarrollan en las distintas jurisdicciones bajo

diversas formas y modalidades de contratación.
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También se explica ahí que, sm perjuicio del

establecimiento de estas normas ordenatorias del régimen de contrataciones de

personal, se procura dotarlo de la necesaria flexibilidad para que resulte un

instrumento eficiente, que permita dar respuesta oportuna a los variados

requerimientos y actividades a que. debe hacer frente actualmente la

Administración.

En tal sentido y a fm de hacer efectivas las

contrataciones, el decreto establece las condiciones bajo las cuales se

autorizará la contratación de personal especializado, entre las que cabe destacar

que las relaciones entre las partes se regirán exclusivamente por los contratos

que el mismo decreto aprueba (art. 10), en los que se detallan el objeto de la

contratación, los honorarios pactados y su forma de pago, la modalidad y el

lugar de la prestación de los servicios, el plazo de duración del contrato, así

como cláusulas de renovación y rescisión a favor de la Administración Pública

Nacional.

Finalmente, procede señalar que la ley 24.156 al tiempo

que establece que la AGN realizará auditorías financieras, de legalidad, de

gestión, exámenes especiales de las jurisdicciones y de las entidades bajo su

control, así como las evaluaciones de programas, proyectos y operaciones, la

faculta a realizar estos trabajos "directamente o mediante la contrataciones de

profesionales independientes de auditoría" (art. 118, inc. c) y que el Colegio

de Auditores Generales es el órgano competente para contratar servicios

profesionales (art. 125, mc. c).

En este contexto, la resolución 137/93 aprobó el

Reglamento del Registro permanente de auditores y consultores externos de la

Auditoría General de la Nación, mientras que la resolución 40/95 aprobó las

normas del llamado a inscripción y contratación de profesionales

independientes para integrar aquel registro (v. copias certificadas obrantes a fs.

167/188 y 189/214, respectivamente), así como otras cuestiones relativas a la

contratación, entre las que conviene destacar el modelo de contrato de locación

de servicios para profesionales independientes (v. fs. 210/213), utilizado con el
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actor. En esta convención se aclara que no es intención de las partes ni se

deriva del contrato el establecimiento o la creación de una relación laboral de

dependencia o una relación de principal y agente, quedando entendido que el

contratado es una persona independiente y autónoma en relación con el

contratante (cláusula segunda), así como que lo establecido en el contrato no

importa una expectativa o derecho a prórroga a beneficio del contratado, y que

aquél será prorrogado, ampliado o renovado únicamente de común acuerdo

entre las partes, mediante la suscripción de uno nuevo (cláusula quinta).

Como se indicó, en autos no se discute que la AGN dio

cumplimiento a los trámites que posibilitaron la contratación del actor ni que

los distintos contratos que celebraron las partes se ajustan a estas previsiones,

pues las divergencias surgen al momento de calificar jurídicamente esta

relación.

-v-
La jurisprudencia vinculada con la materia bajo examen

permite constatar que, aun antes de la existencia de un régimen particular como

es el que contempla la Ley 11.672 Complementaria Permanente de

Presupuesto, la Corte ha reconocido que el legislador puede otorgar a la

autoridad administrativa un suficiente margen de discrecionalidad para hacer

frente a exigencias estacionales o excepcionales, en cantidad o cualidad,

incorporando agentes que no integran los cuadros estables de la organización

(Fallos: 310:195), así como que las tareas del personal no permanente no

requieren que imprescindiblemente difieran en naturaleza de las del resto sino

que basta la transitoriedad del requerimiento, que obligue a reformar durante

un período de tiempo la plantilla básica de agentes (precedente citado).

También ha señalado que "el transcurso del tiempo no es idóneo para

trastocar de por sí la situación de revista de quien 'ha ingresado como agente

transitorio y no ha sido transferido a otra categoría por acto expreso del

poder administrador" (Fallos: 310:195 y 2826; 312:245 y 1371).
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En Fallos: 310:464, citado por la cámara en la sentencia

recurrida, la Corte descalificó un pronunciamiento judicial porque había

apartado a los contratos de la esfera del derecho privado, en razón de

considerar que su celebración importó la de un acto administrativo y el carácter

público de uno de los contratantes. Al respecto, V.E. dijo que nada obsta a que

la administración o sus entes autárquicos celebren convenciones con los

particulares que se rijan por normas privadas y que la sola celebración de un

contrato ad hoc no convierte, por ese solo hecho, al contratado en un empleado

público.

Es cierto que en ese precedente resaltó que lo dispuesto

en el arto 2°, inc. a), de la LCT no constituye obstáculo para considerar que la

relación se rige por el derecho privado, si no se examina la posibilidad de que

los contratos y la creación de una relación de subordinación técnica, jurídica y

económica -como la que se dio en ese caso-- pueda constituir en sí misma

una de las diversas formas de incluir a los dependientes en el régimen de la

citada ley, así como que en esta materia debe prevalecer el ordenamiento que

sea más favorable al trabajador. Pero ahí también se encargó de destacar que

ello era así "salvo que se demostrase que no haya existido contrato de

trabajo", circunstancia que no se había probado en ese caso (cons. 11, in fine).

Mas al poco tiempo de pronunciarse en esa causa, V.E.

resolvió el caso "Gil cl U.T.N." (Fallos: 312:245), donde sostuvo que ('frente a

la existencia de un régimen jurídico específico que reglamenta los derechos de

los dependientes de la Universidad Tecnológica Nacional, sean de carácter

permanente o no, y a la disposición del arto 2~ inc. a), de la Ley de Contrato

de Trabajo, según la cual dicha ley no es aplicable a los dependientes de la

Administración Pública, salvo que por acto expreso se los incluya en su

régimen o en el de las convenciones colectivas de trabajo, es inatendible la

pretensión del actor de que su situación se excluya del régimen del derecho

público, para regirse por el derecho laboral, al no existir el acto de inclusión

que exige el citado arto 2°". Esta posición fue reiterada en las causas "Galiano"

(Fallos: 312:1371) y "Leroux de Emede" (Fallos: 314:376), en el que puso de
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relieve que no sólo existía un régimen jurídico específico sino que el contrato

se había fundado en aquél, de donde surgía que "de los términos de la

contratación resultaba evidente que no fue voluntad de la administración

incluir a la empleada en el sistema de la Ley de Contrato de Trabajo" (cons,

5°).

Por aplicación de estos criterios, descalificó una

sentencia que aplicó las normas de la ley de contrato de trabajo al reclamo

efectuado por unos cantantes de ópera que habían celebrado un convenio con

la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, prescindiendo de examinar el

contenido de los contratos y apartándose de cuál fue la intención de las partes

-una de las cuales es un ente público- en oportunidad de su celebración

(Fallos: 316:245).

Se advierte, entonces, que, a fin de poder calificar a la

relación que vincula a las partes como propia del derecho público o regida por

el derecho privado, corresponde atender, en primer término, a la existencia de

un régimen jurídico específico y luego a la intención de las partes al momento

de celebrar la contratación.

-VI-

Pues bien, sobre la base de tales pautas hermenéuticas,

considero que asiste razón a la recurrente cuando sostiene que el vínculo que

mantuvo con el actor estaba regido por normas del derecho público,

administrativo en la especie, toda vez que tanto el contrato original como sus

renovaciones encontraron amparo en el régimen especial de contratación de

personal especializado de la Ley 11.672 Complementaria Permanente de

Presupuesto, reglamentado por el decreto 92/95 y las normas propias de la

AGN que lo incorporaron a su ámbito de actuación, cuya validez

constitucional -por cierto- tampoco fue impugnada.

En tal sentido, conviene destacar que fue el propio

legislador nacional el que previó este régimen de contratación de profesionales,

sin relación de dependencia y excluyó a tales contratos de las disposiciones de
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la LCT y de las normas laborales. Por lo demás, aquél es el órgano competente

para incluir o excluir a una determinada relación jurídica de un régimen u otro

y, en cuanto atañe a sub discussio, esa decisión, adoptada por una norma de

igual jerarquía, fue expresa y concluyente.

Desde esta perspectiva, entonces, a diferencia de lo

resuelto, la legitimidad de la conducta de la demandada debe ser examinada en

el marco del régimen jurídico que vincula a las partes, pues no es suficiente a

tales efectos reprocharle únicamente que haya acudido al régimen sancionado

por el legislador para contratar a personal para llevar a cabo las tareas que tiene

encomendadas.

Por otra parte, V.E. también ha señalado, en términos que

considero aplicables a esta causa, que "la aceptación de los contratos y sus

pertinentes prórrogas, presididos por un régimen de inestabilidad, veda al

actor reclamar los derechos emergentes de la estabilidad del empleo, dado

que, de otro modo, se violentaría el principio que impide venir contra los

propios actos" (Fallos: 310:2117; 312:245), pues "el voluntario sometimiento,

sin reservas expresas, a un régimen jurídico, comporta un inequívoco

acatamiento que determina la improcedencia de su impugnación ulterior, con

base constitucional, por medio del recurso extraordinario" (Fallos: 312:1371,

entre muchos otros).

En autos, el carácter contractual del vínculo entre las

partes, al amparo de un régimen reconocido por el legislador, permite concluir

en que cuando aquél está sujeto a un plazo cierto y determinado se extingue

automáticamente por el mero vencimiento del término convenido, sin

necesidad de acto administrativo alguno (doctrina de Fallos: 310:1390) y sin

que ello pueda generar consecuencias de tipo laboral. En efecto, los contratos

suscriptos entre las partes estaban sometidos a un régimen específico,

autorizado por el Congreso Nacional y reglamentado por el Poder Ejecutivo,

regulados únicamente por sus previsiones y expresamente excluidos de las

disposiciones laborales. Tales contratos, además, establecieron su plazo de

duración y, con absoluta nitidez, contemplaban que su suscripción no
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importaba para el profesional contratado una expectativa o derecho a prórroga

del contrato, la que sólo podría hacerse mediante acuerdo de partes en un

nuevo convemo.

Así las cosas, es mi parecer que, sin necesidad de

considerar los restantes agravios esgrimidos por la recurrente, corresponde

revocar la sentencia apelada en cuanto acogió la demanda del actor sobre la

base de las disposiciones de la LCT que, como se vio, no son las que rigen el

caso.

- VIl-

Opino, entonces, que corresponde hacer lugar a esta

queja, declarar admisible el recurso extraordinario interpuesto y revocar la

sentencia apelada.
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